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1. INTRODUCCION

En primer lugar, deseo, sin ánimo de cumplir el ri-
tual, porque en este caso es profundamente senti-
do, agradecer a la Universidad de Verano de Mas-
palomas el que me haya invitado a estar hoy con us-
tedes y disfrutar de estos Cursos de Verano, sobre
todo en la segunda parte de mi intervención donde
tendrá lugar, espero, un intenso debate. Por si ello
fuera poco, en segundo lugar, debo manifestar que
es para mi más que un honor, una deuda casi, el po-
der participar no en cualquier Aula, sino en el Aula
Fernando Sagaseta. No hace falta que les recuerde
a ustedes quién era Fernando Sagaseta, quién es,
mejor dicho, Fernando Sagaseta; por lo tanto, para
mí participar en la Universidad de Maspalomas a tra-
vés del Aula Fernando Sagaseta es algo que me lle-
na de honor y de placer.

Bien, el tema que me ha tocado en suerte, es el
tema del delito ecológico. Yo supongo que el profe-
sor Rafael Fernández Valverde les habrá centrado
las bases, las líneas maestras de la legislación es-
pañola, incluso internacional, en materia de protec-
ción del medio ambiente. A mí entonces me toca un
aspecto de esa legislación en la que seguramente
no habrá entrado, es decir, en la legislación punitiva.

No tengo que recordarles como primer punto de
reflexión que el Derecho penal es aquel sector del
ordenamiento jurídico que entra en juego, cuando
los otros aparatos jurídicos no sirven o se demues-
tran inútiles. Los que entre ustedes sean estudian-
tes de Derecho recordarán que decimos que el De-
recho penal tiene, para lo que aquí interesa, dos ca-
racterísticas que son la ultima ratio y el carácter frag-
mentario. Traducido esto a un lenguaje más llano,
quiere decirse que el Derecho penal no cualquier in-
fracción del ordenamiento jurídico y que, cuando se
produce infracción, solamente castiga aquellas in-
fracciones más graves contra los bienes jurídicos
más importantes. Es lo que llamamos un Derecho
penal de mínimos, o principio de intervención míni-
ma, que es una característica del Estado social y de-
mocrático de Derecho.

Recurrir a la coacción estatal que supone el De-
recho penal lo menos posible, no quiere decir que
estemos ante un Derecho penal insuficiente; al con-
trario, un Derecho penal bien legislado supondrá en-
contrar un punto de equilibrio en el nivel de protec-
ción jurídico-penal mente necesaria y la libertad de
los ciudadanos. O lo que es lo mismo, aquella pro-
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tección jurídica que pueda brindarse a los bienes re-
levantes socialmente por otros medios diferentes al
recurso al Derecho penal, deberán ser prioritarios.
Por eso no hay que extrañarse que el Derecho pe-
nal sea el último sector del ordenamiento jurídico
que acuda en nuestro auxilio; lo que quiere decir
para que se produzca este equilibrio y que el Dere-
cho penal sea la última reserva de nuestro ordena-
miento en entrar en juego, es decir, prevenir la pro-
ducción de males jurídico-penalmente relevantes, la
primera condición es que el resto del ordenamiento
jurídico esté bien conectado entre sí. Así, los dife-
rentes sectores del ordenamiento jurídico estén co-
nectados entre sí, el Derecho Civil, el Derecho Ad-
ministrativo en sus diferentes vertientes, Derecho
Autonómico, Derecho Urbanístico, Derecho de Pro-
tección de Medio Ambiente, de la flora y fauna, etc.,
deberán ofrecer un entramado coherente de modo
que aseguren la indemnidad razonablemente posi-
ble de los diversos bienes jurídicos. Así, en materia
ecológica, sería un contrasentido, permitir al incen-
diario de sus propios bienes que obtuviera una re-
calificación del suelo de rústico en urbanizable. No
tendría sentido imponer una pena a quien ha des-
truido su bien de interés social y permitirle, ampa-
rándonos en el derecho de propiedad en que obten-
ga beneficios de su criminal comportamiento.

11. EL BIEN JURIDICO-PENALMENTE
PROTEGIDO

La protección del medio ambiente, especialmente
desde el momento en que se va tomando concien-
cia colectiva de que es un bien escaso y difícilmen-
te reponible, es una constante teórica y una afirma-
ción recurrente, cuando no tópica.

Por lo que respecta a la protección del medio am-
biente desde la óptica del Derecho penal, esta es
una tarea que ya viene de lejos. Fuera del texto pe-
nal básico, el Código penal, la ley de 1896, de la pro-
tección de pájaros insectívoros, inicia una senda a
la que habrá que añadir posteriores leyes de caza,
de pesca, de seguridad nuclear, convenciones del
mar ... Muchas de estas normas tienen aspectos, no
sólo penales, sino también sancionador-administra-
tivos e, incluso, procedimental. Todo ello sin dejar
de tener en cuenta los delitos de incendio y de es-
tragos, dado que, especialmente los primeros, cons-
tituyen una de las manifestaciones más graves del
deterioro criminal del medio ambiente.
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Así pues, este bien jurídico no es ajeno al Dere-
cho penal ni, con justicia, se puede decir, que el in-
terés del Derecho penal por él sea de última hora,
provocado por las nuevas corrientes sociales de opi-
nión. Más bien diría lo contrario: la protección penal
del medio ambiente es tan antigua como el mismo
Derecho penal moderno. Otra cosa será -mejor di-
cho, es- el nivel de optimización de dicha pro-
tección.

A introducimos en este terreno dedicaremos los
minutos que siguen. Para ello, centraré mi interven-
ción en dos grandes órdenes de cuestiones. Por un
lado, pasaremos revista a los tipos penales más co-
munes; por otro, una vez analizados éstos, pasare-
mos revista a algunos de los problemas jurídicos que
puede encontrarse el Derecho penal la hora de rea-
lizarse debidamente en este terreno. En efecto, no
hay que olvidar que para el delito ecológico más fre-
cuente y devastador en nuestro entorno, el delito de
incendio, prácticamente no existen casas abiertas
en España por dicho delito, pese a que cada año
suelen arder más de 200.000 hectáreas de bosque
y matorral.

Así pues, nadie duda de que la protección jurídi-
co-penal del medio ambiente en todas sus manifes-
taciones es una tarea en la que, de acuerdo con sus
posibilidades, el Derecho penal debe estar presen-
te. Pero a nadie se le oculta, que la realización de
esta tarea deja bastante que desear. Por ello, habrá
que ver, pues, en donde le aprieta el zapato al sis-
tema penal para mostrarse tan inoperante ..

De una parte, el medio ambiente es el objeto de
protección jurídico penal. De otro lado, lo es también
la persona humana, individual o colectivamente, en
cuanto algunas conductas pueden afectar directa-
mente al ser humano; pensemos, por ejemplo en el
vertido de sustancias tóxicas en un cauce de agua
potable, p. j. Por ello, el legislador ha tenido espe-
cial cuidado en prever esta posibilidad, extremo so-
bre el que volveremos en el estudio de cada una de
las infracciones, atendiendo al concreto modo de
previsión legal. Sin embargo, tenemos que tener en
cuenta ya desde ahora, que, pese a la incidencia di-
recta que pueda tener en los seres humanos un de-
terminado atentado contra el medio ambiente, la le-
gislación administrativa, nacional e internacional, así
como la intervención jurídico penal, dispone de un
doble frente.

Así es. Por una lado, en materia penal, al igual
que en el resto del sistema jurídico, no es necesa-
rio, según la modalidad delictiva, que el daño se pro-
duzca. Como ya dijo una temprana STS 2-11-1968,
no estamos tanto en presencia de unos delitos de
corte individual, sino colectivo, por lo que pasa a pri-
mer término el concepto de peligro más que el de re-
sultado. El Derecho penal, en atención al bien co-
lectivo en juego, adelanta las barreras de la puni-
ción y no espera a que el daño se produzca. Con-
sidera típicas, como veremos, algunas conductas,
por lo general, las potencialmente más gravemente
productoras de resultados lesivo por el mero hecho
de ser puestas en marcha. O lo que es lo mismo:
no es necesario para que entre en juego el Derecho
penal el que se haya producido la lesión del medio
ambiente que la acción desencadenada encierra en
sí misma. Ello es lógico si se piensa en el gran po-
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tencial destructor de algunos comportamientos: es-
perar a la verificación de daño, además de inútil en
cuanto a la reparación por ser esta imposible, ten-
dría un efecto político-criminal indeseado: aumenta-
ría el riesgo actual de deterioro del medio ambiente
exponencialmente, pues sólo la producción del re-
sultado sería punible.

El esperar a la producción del evento retrasaría la
entrada en función del Derecho penal, perdiendo su
fuerza de motivación negativa. En efecto, dado que
una multiplicidad de conductas, legítimas unas e ile-
gítimas otras, cabrían en lo que, si estuviéramos
ante un delito de resultado, se podría castigar for-
malmente como tentativa, la prueba del resultado
efectivo haría aun más inútil la protección jurídico-
penal. En cambio, concebir los delitos ecológicos
como delitos de peligro, permite, verificado este, pro-
ceder al castigo sin esperar a que se verifique el
resultado.

Por otro lado, hay que destacar que, dado el ori-
gen de la protección que brinda el CP al medio am-
biente, ésta no es ni uniforme en su gestación ni sis-
temáticamente correcta en muchas de sus ubicacio-
nes, puesto que, en no poca medida, los delitos con-
tra el medio ambiente están aún incluidos entre los
delitos contra la propiedad y ésta, es decir, el daño
concreto infligido al propietario del bien cuyo peligro
o lesión se tipifica. Este residuo histórico desapare-
ce en el Derecho comparado y tiende a desapare-
cer en los sucesivos proyectos de CP. No obstante,
dicha referencia a la propiedad, cuando exista, hay
que tomarla como lo que es, un mero residuo
histórico.

Ahora lo que nos interesa es acotar el término me-
dio ambiente como objeto de protección jurídico-pe-
nal. El medio ambiente es un lugar común en nues-
tra realidad, que podría definirse como el conjunto
de medios naturales que en su cantidad y combina-
ción configuran el habitat actual para el hombre,
para la fauna y la flora, y cuya alteración por me-
dios nocivos para la naturaleza y desarrollo biológi-
co propio de dichos seres y objetos es contraria al
equilibro natural de la vida humana, animal y vege-
tal en la tierra. Este planteamiento del medio am-
biente, ciertamente homocéntrico, no excluye, sin
embargo, el equilibro que es propio a la flora y a la
fauna, aun sin tener una incidencia directa en el de-
sarrollo humano, tanto en su aspecto animal como
social.

111. LOS DELITOS ECOLOGICOS
MAS COMUNES

1. Delito de incendio forestal

A fin de dotar de mayores instrumentos a la lucha,
hasta ahora poco menos que vana, contra los incen-
dios forestales -lucha que se intentó desarrollar pe-
nalmente ya en 1975--- y, al parecer, movidos algu-
nos legisladores por la simbología de las catástro-
fes del verano de 1987 -Montserrat resultó trágica-
mente arrasada, pero ni más ni menos que otros pa-
rajes españoles-, se ha modificado la estructura
formal del capítulo VIII del Título XIII del Libro 11del
CP y se han introducido específicamente los incen-



dios forestales: artículos 553 bis. Las especialidades
en juego, al menos sobre el papel, son más severas
que cuando, en abstracto, pueden estar vidas hu-
manas en juego. Este desequilibrio político-criminal
pone de relieve que la lucha por la salvaguarda del
medio forestal del fuego y contra, eventualmente, los
incendiarios interesados, tiene otras vías que la pe-
nal o, como mínimo, que ésta no es el único medio.
La reforma del CP operada por la LO 7/1987 parece
ser una muestra más de la característica huida ha-
cia el Derecho penal.

Estas renovadas infracciones se encuentran a
medio camino entre el delito de peligro abstracto
(para las personas) de incendio estudiado hasta
ahora y el delito ecológico.

En atención a diversos elementos, el legislador ha
configurado varios tipos legales de incendios fores-
tales. La formulación básica se encuentra en el ar-
tículo 553 bis a} 11, que es la primera manifestación
que pasamos a analizar.

Los sujetos activo y pasivo de este delito son toda
persona y la colectividad, respectivamente.

El tipo objetivo positivo viene definido por la ac-
ción de incendiar, es decir, prender fuego a un ob-
jeto, sea cual sea el procedimiento que se utilice.

El objeto, lo que constituye el elemento básico di-
ferenciador con las demás figuras de incendio, y en
el que el legislador pone su énfasis, son los bosques
y los montes; la expresión masa forestal, quizás téc-
nica, suena a barbarismo en el CP.

Lógicamente, se trata de un delito eminentemen-
te doloso. En efecto, al prever la dicción del precep-
to la exclusión de todo peligro para las personas,
queda sobreentendida la intencionalidad del sujeto;
de lo contrario, dicha alusión carecería de sentido.
El incendio imprudente se rige por el delito de da-
ños imprudentes. Con todo, no pueden descartarse
eventos dañosos para las personas; en tal caso, de
producirse lesiones para la vida o integridad física
de las personas, se daría un concurso ideal de de-
litos, si éstas son imputables por imprudencia.

Si este peligro no se descarta, como quiere la ley,
manifiestamente, aparece un tipo agravado, previs-
to en el artículo 553 bis a} 1. La redacción legal com-
plica la compresión y practicidad del texto, pues in-
cluye una nueva forma de castigo, a saber, una for-
ma de superimprudencia, que, para el resto de de-
litos, la ley desconoce. En todo caso, las diferencias
penales son sensibles. En efecto, la diferencia de
pena radica en que la pena privativa de libertad pasa
de ser prisión menor -susceptible en su tramo in-
ferior de ser remitida condicionalmente- a ser pri-
sión mayor.

En todo caso, el menoscabo de la integridad físi-
ca de las personas que contempla la ley ha de ser
solamente previsto como peligro, no como posibili-
dad de realización. En este supuesto pasaría a pri-
mer término, según los casos el asesinato -dolo di-
rect<r-, homicidio -dolo eventual- o lesiones. Por
lo tanto, se trata de una estructura compleja en la
que se da dolo para el incendio y dolo para la pues-
ta en peligro remota (peligro abstracto) de la integri-
dad física de las personas; con este peligro la ley pa-
rece conformarse para dar vida al tipo penal.

Además de estas dos formulaciones ya expues-
tas, el CP prevé que esas dos modalidades puedan

verse agravadas, imponiendo las penas en su gra-
do máximo, si el incendio alcanza una gravedad es-
pecial, gravedad especial que es definida en el artí-
culo 553 bis b). Así, alternativamente:

i} Que resulte afecta una zona significativa-
mente amplia.

ii} Que se deriven consecuencias para la ero-
sión del suelo.

iii} Que resulten alteradas las condiciones de
vida animal o vegetal.

iiii} Por último, que se produzca un grave dete-
rioro o destrucción de los recursos afectados,
lo cual viene a ser una redundancia.

La tercera de las variantes es la modalidad más
claramente ecológica del incendio. Pero, sin embar-
go, introduce un margen de discrecionalidad al ser
los referentes imprecisos y se deja la determinación
de la agravación exclusivamente al albur de los in-
formes periciales y de la apreciación que de ellos ha-
gan los Tribunales; y curiosamente, no se hace re-
ferencia alguna al efecto que pueda generar sobre
el entorno poblacional.

Finaliza el legislador con la introducción una con-
ducta atenuada y, como consecuencia de ella, intro-
duce la figura del incendiario arrepentido.

En efecto, el artículo 553 bis c} en su primer apar-
tado hace referencia al castigo de un tipo de imper-
fecta ejecución. Puede tratarse tanto de una frustra-
ción (desde una perspectiva objetiva) como de una
tentativa inacabada (desde una perspectiva subjeti-
va); queda excluida la tentativa inidónea, puesto que
en ella no habría ni siquiera incendio, sino la preten-
sión de incendiar por medios inadecuados (simple-
mente, p. ej. rociando con alcohol o gasolina, sin
prender fuego -acción típica-, a la espera de que
el sol calentara lo suficiente).

La letra de la ley no se decanta por ninguna de
las dos posibilidades teóricamente posibles y, por
tanto, las dos resultan típicas. Debe, en todo caso,
existir un inicio de incendio, aunque no debe lIagar-
se a la propagación.

Junto a estas modalidades, se encadena un ex-
cusa absolutoria. Así es, se crea, por así decirlo, la
figura del incendiario arrepentido. La no imposición
de la pena reside en el hecho de que no se llega a
producir propagación; la evitación ha de deberse a
la actuación directa (y eficaz) del incendiario. Si se
inicia la propagación, procederá la imposición de la
pena correspondiente al tipo ejecutado, si bien po-
drá tenerse en cuenta el arrepentimiento espontá-
neo (art. 9, 9.8).

2. Los delitos de estragos

Junto a los tradicionales delitos de estragos pre-
visto en el artículo 554, la reforma de 1989 introdujo
un nuevo precepto, de peligro concreto en palabras
del reformador [arto 348 bis b}]. La inseguridad en
que se mueve gran parte de la manipulación del ries-
go en nuestro país, con frecuentes accidentes y pe-
queñas catástrofes y no pocas pérdidas en vidas hu-
manas, lleva, una vez más, a huir hacia el Derecho
penal. No consta, y por eso es una huida, que los
poderes públicos, junto -Q, mejor, previamente- a
legiferar, desplieguen las medidas de fomento, infor-
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mación, inspección y sanción que debe esperar de
unas administraciones públicas tan numéricamente
dotadas. Empecemos, pues, por esta modalidad
más reciente.

A. Riesgo de estragos por manipulación
Indebida de sustancias o realización
Impropia de obras

El sujeto activo puede ser cualquiera que tenga re-
lación con las actividades típicas. La responsabili-
dad en atención al artículo 15 bis será frecuente
aquí, puesto que los directivos de las empresas res-
ponderán en no pocas de las puestas en peligro aquí
descritas. El sujeto pasivo lo constituye la comuni-
dad y la persona o personas afectadas por el peli-
gro concreto.

La acción típica de este delito viene determinada
por la manipulación indebida de sustancias peligro-
sas, acción que se manifiesta mediante dos moda-
lidades no plenamente simétricas. En primer lugar,
se describe, de forma enunciativa, es decir, sin nu-
merus clausus, una serie de actuaciones -fabrica-
ción, manipulación (que sería el supraconcepto),
transporte o tenencia- sobre un listado, igualmen-
te no cerrado, de sustancias peligrosas, ya sea por
su inflamabilidad, corrosividad, radioactividad, toxi-
cidad, etc.; podemos hablar, pues, de manipulacio-
nes peligrosas.

Siguiendo esta enumeración abierta, el tipo hace
referencia no sólo a sustancias, sino también a apa-
ratos e instrumentos de similar potencial lesivo. En
suma, con relativa poca fortuna se ha querido hacer
referencia a la manipulación del peligro artificial o
industrial.

Sin embargo, el peligro típico es limitado. Por un
lado, debe tratarse de actividades humanas relacio-
nadas con productos que sean susceptibles de cau-
sar estragos, es decir, catástrofes, y no meros da-
ños. Pero, además, y esto resulta fundamental, di-
chos estragos en el supuesto de autos ha de poner
en concreto peligro la vida, integridad física o salud
de las personas. Si el peligro no es concreto y/o no
se refiere a la integridad personal, este precepto no
entra en juego; así, por ejemplo, el peligro concreto
para animales o plantas no resulta típico desde esta
perspectiva, sino, quizás, desde el delito ecológico.

Por último, y para estrechar aún más el ámbito de
lo punible, se requiere que se hayan vulnerado las
reglas de seguridad establecidas. Ello requiere, en
primer término, la existencia de reglas específicas
aplicables a la materia que se manipula; y, en se-
gundo término, que la regla contravenida esté en re-
lación con el peligro que se ha generado: no basta
la infracción de cualquier regla de seguridad.

La segunda modalidad delictiva consiste en la rea-
lización impropia de obras. Se troca aquí la acción
de manipulación de sustancias o productos por la de
realización de determinadas obras, que no quedan
debidamente especificadas, máxime a la vista de
que el objeto del delito se debe complementar de
modo anal6gico.

Esta analogía es aquí, en la medida en que crea
materia penal, in malam partem y, por tanto, ilegíti-
ma, es decir, inconstitucional. La impericia IingOísti-
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ca del legislador le lleva a cercenar un precepto de
por sí, como hemos visto, de pocos vuelos, y a in-
cluirlo dentro de la legislación simbólica. Por otro
lado, los elementos vistos en el apartado anterior
son aquí igualmente de aplicación.

En cuanto al tipo subjetivo, nos hallamos ante una
combinación dolo-imprudencia, similar a la descrita
en los delitos de lesiones. Para que el delito sea do-
loso, basta con que sea dolosa la manipulación an-
tinormativa de las sustancias o la realización de las
obras, siendo necesaria únicamente la referencia
imprudente al peligro concreto; de ser ésta dolosa
también, estaríamos ante una tentativa o frustración
de asesinato masivo.

El delito será imprudente sin la actuación que con-
traviene las normas de seguridad se hace no inten-
cionalmente, lo cual será lo ordinario, con la consi-
guiente rebaja en la imposición de la pena.

B. Delito de estragos

Como decía antes, el tradicional delito de estra-
gos presenta dos vertientes: una de peligro abstrac-
to y otra de peligro concreto (art. 554 in fine), según
se haya llegado a producir una situación de riesgo
grave para la vida o integridad corporal de las
personas.

La acción que requiere el tipo legal es la produc-
ción de un peligro abstracto para las personas. Los
medios comisivos (STS 8-11-1984), atropellada-
mente expuestos por el legislador tras la reforma de
este precepto en 1978, con fines antiterroristas, y
los resultados, son de lo más variado (STS
7-2-1975). Con todo, queda excluido como medio
comisivo el incendio, aunque la explosión que lo pro-
voca pueda ser constitutiva de este delito o de uno
de incendio de los anteriores; ello ocurrirá si el me-
dio de ignición elegido es una explosión. Por tanto,
la explosión en sí como el incendio subsiguiente a
una explosión no preordenada a él constituyen el de-
lito de estragos (STS 15-6-1981).

Según la gravedad del resultado podrá atenuarse
sensiblemente la pena. Pero si se ha puesto en pe-
ligro grave la integridad de las personas, cambia la
calificación del delito, que pasa a ser un peligro con-
creto, y la pena puede incrementarse e, incluso, re-
basar el marco típico básico.

Lógicamente, en cuanto al tipo subjetivo, estamos
en presencia de un delito claramente doloso, im-
puesta esta característica, por la letra de la ley.

Sobre la penalidad hay que señalar que, con in-
dependencia de que este delito puede concurrir con
otros delitos, no necesariamente ecológicos, como
son, por ejemplo, los desórdenes públicos, de no ser
el daño muy grave, la pena puede disminuirse en
uno o dos grados. Pero si el daño no es muy grave,
no estamos en presencia de estragos, sino de un de-
lito de daños. En puridad, esta atenuación lo que de-
muestra es que el delito de estragos viene condicio-
nado, no por el resaltado sino, por el peligro de la
acción; entenderlo de otro modo, llevaría a conside-
rar que se produce un concurso entre el estrago de-
gradado y otros delitos de daños o incendio.

La modalidad agravada (art. 554, in fine) de este
delito se determina por que la ley ha querido aquí la



producción, además, de un peligro concreto para la
integridad de las personas. O lo que es lo mismo:
los estragos llegan a su máxima potencialidad. De
verificarse el peligro, es decir, de producirse una le-
sión, estaríamos ante un delito doloso de estragos
y una serie de delitos imprudentes de homicidio y/o
lesiones.

3. El llamado delito ecológico

El delito previsto en el artículo 347 bis fue introdu-
cido en el CP por la reforma de 1983 como conse-
cuencia, entre otras cosas, del artículo 45.3 CE.
Obedece a la creciente demanda de sectores socia-
les que consideran que ha de protegerse por todos
los medios posibles el mundo físico en el que vivi-
mos, dado que es nuestro sopor ratos natural y no
tenemos otro. El planteamiento que parece abrirse
camino es el de la raídas racional del medio ambien-
te, quedando proscrita su explotación sin límite (STC
64/1982). Esta pretensión de protección integral cul-
mina con la protección también en sede penal de los
ataques más clamorosos al medio ambiente.

Con todo, ha de reiterarse que nuestra legislación
no es especialmente parca en protección de la na-
turaleza; en efecto, una larga, muy larga, lista de dis-
posiciones de todo rango, desde leyes orgánicas a
resoluciones de órganos administrativos directivos.
No obstante, como en otros muchos sectores, la le-
gislación protectora y sancionadora, si bien es ne-
cesaria, no es suficiente: es imprescindible una cier-
ta sensibilidad medioambiental para que el entorno
físico y natural del hombre quede razonablemente
garantizado. A ello, pese a avances constatables, no
deja de ser ajeno una cierta idea tradicional de lo
que es delito y delincuente; idea que comparten por
lo que se ve amplios sectores sociales, judiciales y
administrativos. Aunque ello no es propio ni exclu-
sivo de esta concepción -sucede algo parecido con
los delitos contra el sistema socio-económico, p.
ej.-, no se acaba de tener por delito el comparti-
miento antiecológico no por criminal a quien lo prac-
tica. Amplias capas sociales y de operadores jurídi-
cos continúan apegados al tradicional y siempre in-
suficiente concepción del delito, concepciones que
contemplan con asombro y sin entender las nuevas
demandas sociales de garantías. En este ambiente,
pues, se introduce, se practica y puede quedar prác-
ticamente impune el delito ecológico.

Como viene siendo habitual en este tipo de tipifi-
caciones, la dicción legal abarca una modalidad bá-
sica y otras agravadas. Pasemos a analizar en pri-
mer lugar, claro está, la básica.

En cuanto al sujeto activo, es este delito, como en
pocos se da la problemática -sobre la que volve-
remos después- de que quien responda criminal-
mente esté inserto dentro de la organización de una
persona jurídica. En efecto, si se trata de una per-
sona jurídica, los problemas de responsabilidad que-
dan obviados por el complicado artículo 15 bis. De
todos modos, la no existencia del artículo 15 bis has-
ta 1983 no había impedido a los tribunales manejar
un concepto claramente material de auto ría y rele-

gar la noción de persona jurídica al terreno que le
es propio: el de la ficción jurídica.

En cuanto a la acción típica, podemos afirmar que
se trata de un delito de peligro concreto, puesto que
se requiere la existencia de uno grave para una se-
rie de bienes jurídicos: la salud de las personas y el
ecosistema, es decir, las condiciones de la vida ani-
mal y vegetal, tanto la de los espacios naturales
como la de los campos de cultivo.

Materialmente, la puesta en peligro se realiza me-
diante emisiones directas o indirectas a la atmósfe-
ra, al suelo o a las aguas terrestres (ríos, lagos,
corrientes subterráneos) o marítimas; así, humos de
fábricas, limpieza de tanques o vaciado de los mis-
mos son conductas frecuentes. Estas emisiones de-
ben ser de materias nocivas para los bienes refe-
renciados; puede suceder que una materia desco-
nocida, dentro de una actuación lícita, cause el pe-
ligro o llegue a lesionar efectivamente dichos bienes
jurídicos; hasta tanto no se determine el agente cau-
sante, la emisión, salvo quebrantamiento de la even-
tual prohibición cautelar, es atípica.

Con todo y con eso, no basta con la emisión; es
necesario, además, que tal ocurra por haberse que-
brantado una prohibición legal o reglamentaria (STS
30-11-1990). Nos hallamos ante una ley penal en
blanco: razones de técnica legislativa obligan a asu-
mir nuevos conceptos técnicos y/o científicos por las
más diversas vías legislativas: tratados internacio-
nales, leyes formales o una pléyade de reglamentos
que se complementa, suplen y, en no poca medida,
pueden contradecirse. Con todo, dado que se trata
de normativas sectoriales (energía nuclear, protec-
ción atmosférica, actividades molestas, ruidosas o
insalubres, residuos sólidos, protección de aguas
marinas y costas ...) y dado que fundamentalmente
se trata de actividades industriales, el potencial gru-
po de sujetos activos peligrosos por una actividad
concreta conoce dicha normativa por conformar su
lex artís; es más, la licencia administrativa de aper-
tura, e incluso las fases anteriores de planeamiento,
están supeditadas, de hecho, a demostrar ciertos
conocimientos técnicos imprescindibles. El proble-
ma del error de prohibición es inexistente.

Puede darse la cuestión suscitada más arriba: la
sospecha de que una actividad no sometida a regla-
mentación produce, en alguna fase de la misma, el
peligro típico. En tal caso, la Administración pública
competente, puede dictar una suspensión o mode-
ración cautelar de la actividad en cuestión. Si bien,
la prohibición cautelar no es ni una ley ni un regla-
mento, dicha prohibición sí está amparada, con in-
dependencia de la legislación sectorial aplicable,
como mínimo en la LO 3/1986, sobre medidas es-
peciales en materia de salud pública. Es más, la vul-
neración de la prohibición de emisión, siquiera cau-
telar, integra una de las modalidades del tipo agra-
vado.

A diferencia de las actuaciones criminales antime-
dioambientales ya descritas, se trata de un delito do-
loso e imprudente, según los casos. Las reglas que
hacen una conducta dolosa o imprudente, sobre lo
que no podemos entrar aquí, son plenamente de
aplicación.

La materia concursal adquiere aquí una importan-
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cia del mayor interés. Por una lado, es perfectamen-
te aplicable la cualificación prevista en el artículo 348
para los delitos comprendidos en la sección segun-
da (delitos contra la salud pública y el medio am-
biente) del Capítulo 11del Título V del texto punitivo
básico. Esta cualificación se refiere a la que si se
produce una muerte, ahora por imprudencia*, la
pena a imponer, además de la pecuniaria, es la de
reclusión menor.

Por otro lado, en caso de fugas nucleares o de ex-
posición de personal a radiaciones de esa índole, en
ambos supuestos intencionalmente, las penas, aun
sin mediar lesión, son prácticamente las del asesi-
nato y homicidio (arts. 84 y 85 L 25/1964, de ener-
gía nuclear); su acompasamiento a las figuras del
CP, tanto de corte colectivo como individual es ne-
cesario, dado que el realismo es fundamental en ma-
teria ecológica y de seguridad medio ambiental.

Curiosamente, la pena para el tipo básico no es
muy significativa: ni la pena privativa de libertad
(arresto mayor) ni la multa parecen de suficiente en-
tidad comparado con otros delitos igualmente repro-
bables como el delito fiscal, donde el peligro físico
es mucho menor. Además, se añade una dificultad
práctica, que aquí sólo puede ser enunciada, cual
es la de la protección internacional del medio am-
biente. Si bien existen convenciones internacionales
sobre contaminación transfronteriza o la protección
de los mares, tanto en su vertiente de conservación
de especies como de mantenimiento de la salubri-
dad de las aguas, la persecución de los hechos re-
sulta problemática.

Excepcionalmente, el texto penal establece una
específica medida de seguridad. Así es: de acuerdo
al artículo 347 bis IV el Tribunal podrá acordar el
cierre temporal o definitivo del establecimiento emi-
sor; por establecimiento puede entenderse una sec-
ción de una industria, no necesariamente una em-
presa entera. A diferencia de otras medidas simila-
res [arts. 344 IV c) o 344 bis 11]no se establecen los
límites superior e inferior de la suspensión lo cual la
convierte en inaplicable. En todo caso, para salva-
guardar los derechos de los trabajadores podrá pro-
poner el tribunal a la Administración la intervención
de la empresa.

Pasemos, hora, a echar una ojeada a los tipos
agradados, contendios en el artículo 347 bis 11.En
primer lugar, el legislador parte aquí, para agravar
la pena y pasar a la superior en grado, de que la in-
dustria sea clandestina (operar sin autorización),
desobediencia a las órdenes de cierre, o modifica-
ción de instalaciones o que la autorización se base
en documentación falsa aportada por la empresa so-
licitante de aquélla o, por último, que se obstaculice
la función inspectora de la Administración.

La concesión de autorizaciones, la impartición de
órdenes de rectificación, suspensión o cierre y la ins-
pección suelen estar reguladas por cada rama de
actividad, por lo que, al no poder alegar desconoci-
miento, la mala fe o la contumacia incrementan el in-
justo. La oposición u obstrucción de los controles de-
nota igual rebeldía. Aquí, en contra del tipo básico,
las conductas son claramente dolosas.

• Si la muerte o muertes se producen dolosamente. se produce
un concurso entre el delito ecol6gico y el homicidio o asesinato.
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En segundo lugar, nos encontramos con otra mo-
dalidad agravada de delito ecológico, que se con-
templa en el artículo 347 bis 111.Este tipo nace cuan-
do, concurriendo o no alguna modalidad delictiva an-
terior, se incrementa también el injusto si se produ-
ce un riesgo que ocasiona un deterioro irreversible
o catastrófico. La pena es aquí a todas luces insufi-
ciente, puesto que pueden producirse hechos sub-
sumibles en otros delitos de peligro (incendios, es-
tragos) que por ser más específicos y más graves
consumirán el desvalor del delito ecológico. Estos
desajustes, por entrecruzamiento, deben ser elimi-
nados; pero hasta entonces, se obliga al operador
a un complejo procedimiento de elección entre va-
rias soluciones, que no siempre llevarán a la aplica-
ción del llamado delito ecológico.

IV. VALORACION JURIDICA

Para preparar esta charla hoy con ustedes, se
hace lo que se hace normalmente: repasar la docu-
mentación y fichas acumuladas, verificar la jurispru-
dencia y repasar la bibliografía. Además, para un
tema como el presente, hace falta estudiar otras dis-
posiciones legales o reglamentarias a las que el CP
hace especial referencia. Ello obliga a repasar, por
ejemplo, la Ley de Seguridad Nuclear, la Ley de Pes-
ca, la Ley de Protección de Pájaros insectívoros, la
Ley del Suelo, la Ley de Protección de las Emisio-
nes Atmosféricas, tratados internacionales sobre,
por ejemplo, protección de las plataformas continen-
tales, de los fondos marinos, de alta mar, de verti-
dos. El número de materias y de disposiciones es
tan ingente que se acude a las codificaciones priva-
das. La que he manejado en este caso tiene 1.030
páginas, de letra, además, muy chica. Y, por razo-
nes evidentes, no es exhaustiva ni completa, por-
que, por ejemplo, no recoge las disposiciones de la
Unión Europea en materia de contaminación trans-
nacional.

No obstante, ese maremágnum normativo con-
templa en lo esencial una regulación y la sanción
por su contravención. Ahora bien, siendo el aspecto
punitivo, penal o administrativo, del mayor interés,
existe otro más importante que la sanción, a saber
el de la reparación del desaguisado. ¿Qué pasa con
las masas desforestadas?; ¿qué pasa con el mar po-
drido?; ¿qué pasa con las aguas, por ejemplo, feca-
les, que por la permeabilidad de las capas freáticas
se comunican, lo cual no es infrecuente lamentable-
mente, con las aguas destinadas al caudal humano?

Pero no sólo el problema de la reparación o repo-
sición al estado anterior es importante y la legisla-
ción pasa bastante por algo esta capital cuestión.
Otro tema no menos lacerante es el de la concien-
cia social de la infracción. Dicho de un modo más ro-
tundo: imponer una multa, muchas veces ridícula, de
50.000 pesetas, por ejemplo, por parte de un alcaI-
de, cuando, para mayor inri, las, por sí decirlo, aguas
del propio alcalde al mar sin depurar. Ayer
-20-7-1994- sin ir más lejos, leímos en la prensa



grancanaria que la depuradora capitalina no funcio-
na, pese a haber constado cinco mil millones. Si ello
es cierto, entonces con qué fuerza moral esa u otra
autoridad va a imponer una sanción de la cuantía de
la referida cuantía u otra multimillonaria. Este es un
poco el panorama en el que nos encontramos, o sea:
dispersión, desorganización y falta de conciencia so-
cial y política.

Sin embargo, este panorama fáctico, choca con el
panorama legal, como ya se ha visto a lo largo de
las exposiciones habidas en la presente Aula. Pa-
norama legal que no viene de ayer por la tarde sino
que, en España, a nivel de ley formal se remonta a
finales del siglo pasado, en concreto, a una Ley de
1896, la Ley de Protección de Pájaros Insectívoros.
Vello sin remontarnos a legislaciones anterior, que
ha tenido el punto de mira en los siempre devasta-
dores incendios. Es decir, que la preocupación por
el medioambiente o por la sensibilidad que en cada
momento se tiene sobre el medio ambiente mani-
fiesta el legislador español, es bastante aceptable.
Otra cosa es la implementación, repito, la virtualidad
de esta protección.

Para muestra un botón. La búsqueda de jurispru-
dencia del Tribunal supremo en esta materia no da
resoluciones sobre incendios forestales entre. Sobre
el llamado delito ecológico, que data de 1983, sólo
tres han sido emitidas. El panorama resulta, a mi
modo de ver, desolador. Pero sólo la primera de es-
tas sentencias, la de 30 de noviembre de 1990 tie-
ne un interés jurídico y político relevante; las otras
dos, tiene mucho menor alcance y no son en abso-
luto representativas del daño al medio ambiente que
se está produciendo en España.

V tiene especial interés dicha primera sentencia
ecológica, por así decirlo, puesto que el desaguisa-
do, la lluvia ácida (resultado de la conversión del
dióxido de azufre, al contacto con el aire el ácido sul-
fúrico) sobre más de 30.000 hectáreas de bosque
prepirenaica, tenían su foco en las emisiones de
dióxido de azufre de una central térmica de Cercs
(Lérida), propiedad de Fuerzas Eléctricas de Cata-
luña. Para producirse esta condena, condena cuyo
camino no fue allanado precisamente ni por el Mi-
nisterio Fiscal ni por el Juez de Instrucción, debió
contarse con el apoyo inestimable de los vecinos
afectados en sus propiedad. V, además, mayor sen-
sibilidad que la Audiencia Provincial que condenó,
mostró la Sala Segunda del Tribunal Supremo que
elevó sensiblemente las penas -e incluyó en la con-
dena las costas producidas a los acusadores parti-
culares, extremo éste al que se había negado el tri-
bunal provincial-o

Aunque después volveremos sobre esta resolu-
ción, hay que señalar que las otras dos (SSTS
11-3-1992 Y 5-10-1993) son, como ya se ha avan-
zado, muy poco significativas. La primera trata de
un sujeto que sin autorización hace una balsa con
naranjas podridas para hacer pienso para unos cer-
dos. Además del olor, se producen filtraciones que
van a parar a riegos humanos. La otra resolución
hace referencia al vertido de restos de pesticidas
para lo que se carecía de autorización. Ciertamente
estos dos son ejemplos que no son los más señe-
ros sobre la capacidad de lesión medioambiental
proveniente de los grandes complejos industriales,

o lo que es lo mismo: de las grandes compañías.
Estos conglomerados presentan siempre fuertes

frentes de defensa. Por un lado, suelen argumentar
que sus productos no son nocivos y, en caso de ser-
Io, que se han dotado las medidas adecuadas y si,
finalmente, se han producido daños, que éstos no
se deben a tales o productos o, en todo caso, a mala
utilización de los usuarios. Un segundo frente lo re-
presenta la inestimable ayuda que suele dispensar
la Administración, con su silencio normativo o su
inactividad. Un ejemplo claro, lo tenemos en el caso
de la central térmica de Cercs: la Dirección General
de Energía emitió, tras los procesamientos que se
dictaron a lo largo del procedimiento, sendas reso-
luciones autorizando la emisión de partículas de
dióxido sulfúrico, muy superiores a las autorizadas
legalmente y que curiosamente pretendía dar cober-
tura a las emisión de Cercs. Sin embargo, pese a
esta defensa tan caída del cielo, se trataba de dis-
posiciones ilegales porque tales resoluciones vulne-
raban el principio de jerarquía normativa. En efecto,
las tasas de emisión permitidas figurna en el
D 833/1975, de 6 de febrero, que sólo por otra dis-
posición del mismo rango, es decir, interviniendo
todo el Gobierno, puede ser modificado; no puede,
pues, una Dirección General normar en contra de lo
que ha acordado el Consejo de Ministros. Que se
sepa nadie ha procedido contra los autores e insti-
gadores de dicha ilegal normativa.

Otro frente que se suele oponer es un problema
técnico jurídico-penal de primer orden, como es el
de la autoría. Es decir, el Derecho penal contempo-
ráneo parte del principio de personalidad de la res-
ponsabilidad; ello quiere decir, como ustedes ya sa-
ben, que las personas jurídicas como ustedes saben
que las personas jurídicas no pueden delinquir. Así
pues, una sociedad no delinque; la responsabilidad
tiene que atribuirse a las personas que encarnan sus
órganos, y no sólo los directivos, sino también los
técnicos. Aunque parece que en materia ecológica
sólo los técnicos, los ingenieros directores de las
centrales, son los que, sorprendentemente, son ob-
jeto de proceso penal en España.

En efecto, otra térmica, porque FECSA es una
empresa privada, en este casa la empresa pública
ENDESA, propiedad a su vez del INI, que tiene la
térmica en Teruel, en Andorra, producía -Q produ-
ce aún- contaminación transprovincial, de modo
que sus emisiones han deteriorado unos parajes de
la provincia de Castellón. Así las cosas, la Fiscalía
de Castellón inicia las actuaciones y el fiscal encar-
gado del caso hace algo que por otra parte parece
elemental: solicita el encartamiento de los técnicos
de la central y de otros altos directivos radicados en
la sede central de Madrid, entre ellos el del presi-
dente de la compañía. Pues bien, se ordenó al di-
cho fiscal encargado del caso la retirada de la acu-
sación contra los altos funcionarios dellNI; de este
modo, solamente se prosiguió el procedimiento res-
pecto en este caso únicamente contra los técnicos
radicados en Teruel. A mi modo de ver, además de
otras cosas, estamos ante un supuesto de corrup-
ción política, si por corrupción política entendemos
el funcionamiento torticero de los órganos políticos
o su mirada hacia otro lado, desviándose de su mi-
sión constitucional. O lo que es lo mismo: utilizar la
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institución pública para, precisamente, producir im-
punidad, o para alterar el ejercicio de las funciones
que están definidas en las leyes.

Pero volvamos a la primera y más importante sen-
tencia condenatoria dictada en España por el lIama-
do delito ecológico. En esta resolución se establece
como hecho probado que se habían devastado por
el efecto de la lluvia ácida unas 30.000 hectáreas,
propiedad de ICONA, y después unos pocos parti-
culares, cinco en concreto, presentaron los daños
que les habían causado a ellos. Su cantidades son
poco significativas, todas ellas sumadas por debajo
de los cinco millones de pesetas. En cambio, por su
parte ICONA valoró la deforestación en 600.000 pe-
setas, lo cual ciertamente no deja de llamar pode-
rosamente la atención, especialmente si se tiene en
cuenta el papel que se suele atribuir a este Instituto
en la protección de la naturaleza. Si a ello añadimos
el modo que otros poderes públicos se comportaron
en relación con este hecho, la perplejidad puede al-
canzar cotas escalofriantes.

Si a el/o añadimos la falta de un sistema de pre-
vención adecuado, es decir, de inspección, control
y verificación a la hora de autorizar instalaciones y
durante su vida útil, y la ausencia de un fondo de res-
tauración, junto con la estricta prohibición de reutili-
zar los espacios naturales dañados con fines ajenos
a la conservación del medio ambiente, difícilmente
-y ello es más que deplorable- estaremos en la
pendiente que I/eva a la antesala de la destrucción
de nuestro único activo fundamental: nuestra medio
de vida.

V. L1NEAS DEL POSIBLE FUTURO CODIGO
PENAL

Finalizo ya con un apunte sobre algunos aspec-
tos de los que pudiera ser futuro Código penal so-
bre esta materia, tomando como base el Antepro-
yecto de junio de 1994.

En materia de protección medioambiental, el An-
teproyecto presenta uno de sus apartados más in-
novadores más dignos en elogio. En efecto, contie-
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ne dos aspectos fundamentales. El primero hace re-
ferencia a que cuando las autorizaciones adminis-
trativas de instalaciones o de actividades industria-
les nocivas, hablamos en términos muy generales,
que afectan a la fauna, a la flora, al medio ambien-
te, se hayan obtenido con falsedades, además de
castigarse como ocurre en la actualidad, al solicitan-
te mendaz, serán castigados también, el facultativo
(técnico, ingeniero ...) que haya informado favorable-
mente la concesión de la autorización y la autoridad
política que ha firmado, si estaban en connivencia
con el solicitante. Estas conductas de funcionarios
réprobos puede ahora castigarse acudiendo, por lo
general, a las reglas de la coautoría y participación
e, incluso, en algunos supuestos, acudiendo a la
prevaricación. Pero en el futuro acontecerá su puni-
ción por esta vía, cuando menos desde el punto de
vista de la prevención general, más directa.

El segundo aspecto realmente innovador al que
me refería es la introducción de la figura de lo que
pudiera llamarse jocosamente el antiecologista arre-
pentido. Es decir, aquella persona que, visto el de-
sastre causado por su empresa o entidad, pone en
marcha los mecanismos suficientes o tendentes a in-
tentar reparar el daño, intentar reponer la situación
medioambiental al punto o la fase anterior a su des-
trozo, lo consiga o no la pena se le rebaja sustan-
cialmente. Pero tiene que ser un intento serio, no un
mero arrepentimiento mendicante; tiene que ser un
intento serio, un intento serio de reparar, muchas ve-
ces solamente remendar, la situación creada por el
expolio que ha supuesto la actitud antiecológica del
sujeto. Estos son los dos puntos fundamentales de
la reforma, porque en gran medida el Anteproyecto
coincide con la legislación actual.

Con todo cabe destacar un tercer aspecto, como
el de la incorporación al Código penal de los aspec-
tos más importantes de dos de las leye.s penales es-
peciales en al materia más significativas: las Leyes
de Caza y de Seguridad Nuclear. En este sentido
hay que destacar que, por primera vez se introduce
en España el robo de material nuclear como delito
autónomo y ciertamente grave. En España el robo
de material nuclear no tiene tratamiento especial; se
rige por las reglas generales del robo.


